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ORDEN DEL DÍA 

SESIÓN DEL DÍA 26 DE ABRIL DE 2012 

 

 

1.- Lista de asistencia y declaratoria de quórum inicial. 

 

2.- Lectura y, en su caso, aprobación del orden del día. 

 

3.- Correspondencia. 

 

4.- Iniciativa que presenta el Gobernador del Estado, refrendada por el Secretario de 

Gobierno, así como la mayoría de los diputados integrantes de la Comisión de 

Régimen Interno y Concertación Política, en relación con el nombramiento y 

ratificación del titular de la Procuraduría General de Justicia del Estado. 

 

5.- Iniciativa que presentan la Comisión de Régimen Interno y Concertación Política, 

con punto de Acuerdo mediante el cual este Poder Legislativo lleva a cabo la 

integración de la Comisión de Ciencia y Tecnología. 

 

6.- Iniciativa que presentan los diputados integrantes de los grupos parlamentarios del 

Partido Revolucionario Institucional y del Partido Verde Ecologista de México, con 

punto de Acuerdo en relación a la aprobación del paquete presupuestal estatal del 

presente ejercicio fiscal. 

 

7.- Dictamen que presenta la Comisión de Justicia y Derechos Humanos, con proyecto 

de Ley de Extinción de Dominio para el Estado de Sonora. 

 

8.- Posicionamiento que presenta la diputada Blanca Luz Saldaña López, en relación a  

la obligación del Consejo Estatal Electoral, de dar cumplimiento a las disposiciones 

constitucionales y legales que rigen la materia electoral en el Estado de Sonora, 

respecto a los principios de paridad y alternancia de género en la postulación de 

candidatos a puestos de elección popular.     

 

9.- Elección y nombramiento de la Mesa Directiva para el mes de mayo de 2012.  

 

10.-  Clausura de la sesión y citatorio para la próxima. 
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CORRESPONDENCIA de la Sesión del 

DÍA 26 de Abril de 2012. 

 

19-Abr-12 Folio 2614 

Escrito del Secretario Parlamentario del Congreso del Estado de Tlaxcala, con el que remite 

a este Poder Legislativo, acuerdo mediante el cual se adhiere al acuerdo emitido por la 

Diputación Permanente del Poder Legislativo del Estado de Morelos, por el que se 

recomienda al Presidente de la República, generar acciones que contribuyan al bienestar de 

los mexicanos y fortalezca los derechos humanos, para lo cual solicitan que esta Soberanía 

se adhiera a dicha recomendación. RECIBO Y SE REMITE A LA COMISIÓN DE 

JUSTICIA Y DERECHOS HUMANOS. 

 

19-Abr-12 Folio 2515 

Escrito del Vicepresidente de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, en donde 

comunican a este Poder Legislativo, que dicha Cámara exhorta a las Legislaturas Locales a 

tipificar, en sus respectivas legislaciones en materia penal, el maltrato infantil. RECIBO Y 

SE REMITE A LAS COMISIONES DE JUSTICIA Y DERECHOS HUMANOS Y A 

LA DE ATENCIÓN A GRUPOS VULNERABLES DE LA SOCIEDAD.   

 

19-Abr-12 Folio 2616 

Escrito de la Magistrada Presidenta del Tribunal Estatal Electoral, con el cual hace del 

conocimiento de este Congreso del Estado, que dicho órgano jurisdiccional adoptó diversas 

medidas en relación con la reconducción presupuestal, con el objeto de garantizar el 

adecuado funcionamiento del citado órgano durante el presente proceso electoral.  

RECIBO Y SE REMITE A LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN Y PUNTOS 

CONSTITUCIONALES. 
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20-Abr-12 Folio 2617 

Escrito del Secretario del Ayuntamiento de Hermosillo, con el que informa a este Poder 

Legislativo, que ese órgano colegiado autorizó al C. Presidente Municipal, para que tomara 

la protesta de Ley a la regidora suplente C. Sara Elba Thompson Vázquez, como regidora 

propietaria, por el período de noventa días naturales, contados a partir del acuerdo 

aprobatorio de la licencia de fecha 12 de abril del año en curso, período durante el cual 

goza de licencia el regidor propietario C. Epifanio Salido Pavlovich. RECIBO Y 

ENTERADOS. 

 

20-Abr-12 Folio 2618 

Escrito del Secretario del Ayuntamiento de Hermosillo, con el cual informa que ese Cuerpo 

Colegiado otorgó licencia por el período de noventa días naturales, contados a partir del 12 

del mes y año en curso, para separarse del cargo de regidor propietario al C. Epifanio 

Salido Pavlovich. RECIBO Y ENTERADOS. 

 

20-Abr-12 Folio 2619 

Escrito signado por integrantes del movimiento denominado “Estudiantes Organizados de 

la Universidad de Sonora”, con el cual se manifiestan por la aprobación inmediata de la Ley 

de Ingresos y el Presupuesto de Egresos del Gobierno del Estado, para el ejercicio fiscal de 

2012. RECIBO Y SE REMITE A LAS COMISIONES PRIMERA Y SEGUNDA DE 

HACIENDA. 

 

20-Abr-12 Folio 2620 

Escrito del ciudadano Julio César González Cruz, con el cual presenta incidente de 

inejecución de sentencia, en contra de esta LIX Legislatura, por incumplimiento a lo 

ordenado en las resoluciones dictada por  la H. Sala Superior del Tribunal Electoral del 

Poder Judicial de la Federación, de fecha 02 de noviembre del año 2011 y 11 de abril de 

2012. RECIBO Y SE REMITE A LA SALA SUPERIOR DELTRIBUNAL 

ELECTORAL DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN. 
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23-Abr-12 Folio 2621 

Escrito del Secretario del Ayuntamiento del Municipio de Hermosillo, con el cual informa a 

este Poder Legislativo, que ese órgano de gobierno municipal otorgó licencia por el período 

de noventa días naturales, contados a partir del veintitrés de abril del año en curso, para 

separarse del cargo de regidor propietario, al ciudadano René Francisco Luna Sugich. 

RECIBO Y ENTERADOS. 

 

23-Abr-12 Folio 2622 

Escrito del Secretario del Ayuntamiento del Municipio de Hermosillo, con el cual informa 

que el mencionado Ayuntamiento, emitió un acuerdo aprobatorio para que la ciudadana 

Carmen María Ozuna Robles, regidora suplente, tomara la protesta de Ley respectiva, en 

sustitución del regidor propietario René Francisco Luna Sugich, quien goza de licencia por 

noventa días. RECIBO Y ENTERADOS. 

 

24-Abr-12 Folio 2623 

Escrito del ciudadano Samuel Suárez Andrade, dirigido al Presidente Municipal de Cajeme, 

con copia a este Congreso del Estado, con el cual denuncia el uso excesivo de la fuerza 

hacia su persona por elementos de la Policía Municipal de Cajeme. RECIBO Y SE 

REMITE A LA COMISIÓN DE JUSTICIA Y DERECHOS HUMANOS. 

 

25-Abr-12 Folio 2624 

Escrito del Secretario General de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, con el 

cual remite a este Poder Legislativo, Minuta Proyecto de Decreto por el que se reforman y 

adicionan diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, en materia de Reforma Política. RECIBO Y SE TURNA A LA COMISIÓN 

DE GOBERNACIÓN Y PUNTOS CONSTITUCIONALES. 
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HONORABLE ASAMBLEA 

 

 

 La Procuraduría General de Justicia del Estado de Sonora, como dependencia del 

Poder Ejecutivo que preside la Institución del Ministerio Público y sus órganos auxiliares 

directos, ejerce una función fundamental en Sonora al contribuir directamente a la 

consolidación del Estado de Derecho, mediante la persecución de los delitos del orden 

común, la promoción de una procuración e impartición de justicia apegada a los principios 

de prontitud, completitud e imparcialidad, la protección de los intereses de las personas 

menores de edad y con capacidades diferentes, así como de los intereses individuales y 

sociales, en los términos que determinen las leyes, y el cuidado de la correcta aplicación de 

las medidas de política criminal, en la esfera de su competencia. 

 

 Acorde a la relevancia de esta Institución, la Constitución Política del Estado de 

Sonora y la Ley de Seguridad Pública del Estado, establecen la colaboración entre el Poder 

Legislativo, el Poder Ejecutivo y el Comité Ciudadano de Seguridad Pública, como órgano 

de participación ciudadana en esta materia, para la selección, nombramiento y ratificación 

de quien ocupe el cargo de Procurador General de Justicia en el Estado. Con ello la 

legislación en la materia pretende garantizar que quien ocupe dicho cargo cuente con la 

probidad, capacidad y profesionalismo necesarios para el desempeño de esa alta 

responsabilidad, así como el reconocimiento y la confianza de la sociedad. 

 

 En el marco de los ordenamientos legales antes referidos y de conformidad con lo 

dispuesto en el artículo 32, fracción IV de la citada Ley de Seguridad Pública, en fecha 

reciente el Coordinador del Comité Ciudadano de Seguridad Pública, hizo del conocimiento 

y sometió a consideración de este Poder Ejecutivo, la propuesta de las personas para que 

uno de ellos ocupe el cargo de Procurador General de Justicia del Estado. 

 



 

 6 

Abril  25 2012    Año 6, No 491  

 Es por ello que, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 79, fracción XXIV, 

97 y 98 de la Constitución Política del Estado de Sonora, y a fin de asegurar la continuidad 

del trabajo que se ha venido desempeñando en la Procuraduría General de Justicia del 

Estado, someto a consideración de esa H. Soberanía para su ratificación, el nombramiento 

del C. Lic. Carlos Navarro Sugich como Procurador General de Justicia del Estado. 

 

 El C. Lic. Carlos Navarro Sugich es Licenciado en Derecho por la Universidad de 

Hermosillo, titulado con Mención Honorífica, con Maestría en Derecho por New York 

University. 

 

 En el ámbito profesional, el C. Lic. Carlos Navarro Sugich se ha desempeñado 

como Diputado Local por el PAN en Sonora (2003-2006), Diputado Federal del PAN 

(2006-2009), representante de la Cámara de Diputados ante el Consejo de Coordinación 

para la Implementación de las Reformas Constitucionales en materia penal (2009), fue 

Subprocurador de Control de Proceso en Sonora (2010-enero de 2012). En la iniciativa 

privada como Abogado asociado litigante en materia de derecho constitucional, 

administrativo, electoral y penal, en el Despacho Tapia, Robles y Cabrera, S. C. (1995-

2010). 

 

 Por lo anterior y considerando que el C. Lic. Carlos Navarro Sugich reúne los 

requisitos previstos en el artículo 99 de la Constitución Política Local y que en su 

trayectoria profesional se ha conducido con plena honestidad, capacidad, probidad y 

vocación de servicio, someto a consideración de esa H. Soberanía, la ratificación de su 

nombramiento como Procurador General de Justicia del Estado de Sonora, con la 

convicción de que su ratificación contribuirá a fortalecer las labores de esa Institución en 

nuestro Estado. 

 

 En función de lo anterior y atendiendo la urgencia que el caso amerita para que 

dicha institución continúe diligentemente con el ejercicio de sus funciones, quienes 
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suscribimos la presente iniciativa, nos permitimos someter a su consideración el presente 

resolutivo:  

 

ACUERDO 

 

ÚNICO.-  El Congreso del Estado de Sonora,  en ejercicio de las atribuciones conferidas 

por el artículo 64, fracción XIX BIS y 98, de la Constitución Política del Estado de Sonora, 

ratifica el nombramiento del C. Licenciado Carlos Alberto Navarro Sugich, como 

Procurador General de Justicia del Estado de Sonora realizado por el Titular del Poder 

Ejecutivo Estatal. 

 

Finalmente, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 124, 

fracción III de la Ley Orgánica del Poder Legislativo, solicitamos se considere el presente 

asunto con el carácter de urgente resolución y se dispense el trámite de comisión, para que 

sea discutido y decidido, en su caso, en esta misma sesión ordinaria. 

 

ATENTAMENTE 

SUFRAGIO EFECTIVO. NO REELECCIÓN 

EL GOBERNADOR DEL ESTADO 

 

 

GUILLERMO PADRES ELIAS 

 

 

EL SECRETARIO DE GOBIERNO 

 

 

ROBERTO ROMERO LÓPEZ 

 

 

DIPUTADOS INTEGRANTES DE LA COMISIÓN DE RÉGIMEN 

INTERNO Y CONCERTACIÓN POLÍTICA 

 

 

C. DIP. DAVID SECUNDINO GALVÁN CÁZARES 

 

C. DIP. OSCAR MANUEL MADERO VALENCIA 

 

C. DIP. JOSÉ GUADALUPE CURIEL 
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HONORABLE ASAMBLEA:  

 

   Los suscritos, diputados integrantes de la Comisión de Régimen 

Interno y Concertación Política de esta Legislatura, en ejercicio de las atribuciones 

conferidas por los artículos 52 y 53, fracción III de la Constitución Política del Estado de 

Sonora y 32, fracción II de la Ley Orgánica del Poder Legislativo, ponemos a consideración 

del Pleno de esta Asamblea Legislativa, propuesta con punto de acuerdo mediante el cual 

este Poder Legislativo realiza la integración de la Comisión de Ciencia y Tecnología, 

misma que sustentamos en la siguiente: 

 

PARTE EXPOSITIVA 

 

Con fecha 29 de noviembre del año 2011, el diputado Daniel 

Córdova Bon presentó iniciativa con proyecto de Decreto, mediante la cual se adiciona una 

fracción XXI BIS al artículo 92 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de 

Sonora, la cual tenía como objetivo fundamental, establecer una comisión de dictamen 

legislativo para atender lo relacionado con el desarrollo de la ciencia y la tecnología en 

nuestro estado. 

 

Una vez analizada dicha iniciativa por quienes integramos este Poder 

Legislativo, se consideraron procedentes los argumentos bajo los cuales se justificaba la 

viabilidad e importancia de establecer una Comisión de Ciencia y Tecnología dentro de las 

comisiones de dictamen legislativo que consagra nuestra Ley Orgánica, razón por la cual 

esta Soberanía, en la señalada sesión, aprobó el Decreto número 150, en los términos 

mencionados. 

 

Ahora bien, es importante señalar que en el citado Decreto 150, en su 

artículo segundo transitorio, se estableció que la Comisión de Régimen Interno y 
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Concertación Política debía presentar al Pleno del Congreso del Estado, para su aprobación, 

la conformación de la Comisión de Ciencia y Tecnología. 

 

Tomando en cuenta que dicho Decreto fue publicado el día 08 de 

diciembre de 2011, en el Boletín Oficial del Gobierno del Estado numero 46, sección VIII y 

que por disposición de su artículo primero transitorio, su entrada en vigor era a partir del 

día de su publicación en dicho medio, razón por la cual nos encontramos en la imperiosa 

necesidad de atender la obligación antes mencionada. 

 

En ese sentido y atendiendo a la importancia que reviste que este 

Poder Legislativo cuente con un órgano legislativo que pueda conocer exclusivamente de 

los asuntos relacionados con la ciencia y la tecnología en materia legislativa, venimos a 

proponer la integración de la mencionada comisión de dictamen legislativo.  

  

En las apuntadas condiciones, con fundamento en lo dispuesto por 

los artículos 52 y 53 de la Constitución Política del Estado de Sonora y 32, fracción II de la 

Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de Sonora, presentamos el siguiente punto 

de: 

 

ACUERDO 

 

 

ÚNICO.- El Congreso del Estado de Sonora, en cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 

segundo transitorio del Decreto número 150, que adiciona una fracción XXI BIS al artículo 

92 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de Sonora, aprobado por esta 

Soberanía el día 29 de noviembre de 2011, resuelve integrar la Comisión de Ciencia y 

Tecnología de la siguiente manera: 

 

COMISIÓN DE CIENCIA Y TECNOLOGÍA 

 

PRESIDENTE:  

SECRETARIO: 

SECRETARIO: 

SECRETARIO: 

SECRETARIO: 
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SECRETARIO: 

SECRETARIO: 

SECRETARIO: 

SECRETARIO: 

 

SEGUNDO.- Conforme lo establece el artículo 92 de la Ley Orgánica del Congreso del 

Estado, las facultades y atribuciones de la Comisión integrada en el punto anterior del 

presente acuerdo derivan de su denominación.  

 

Finalmente, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 124, 

fracción III de la Ley Orgánica del Poder Legislativo, solicitamos se considere el presente 

asunto con el carácter de urgente resolución y se dispense el trámite de comisión, para que 

sea discutido y decidido, en su caso, en esta misma sesión ordinaria. 

 

A T E N T A M E N T E 

Hermosillo, Sonora a 25 de abril de 2012. 

 

 

 

 

C. DIP. DAVID SECUNDINO GALVÁN CÁZARES 

 

 

 

 

C. DIP. HÉCTOR ULISES CRISTÓPULOS RÍOS 

 

 

 

 

C. DIP. OSCAR MANUEL MADERO VALENCIA 

 

 

 

 

C. DIP. JOSÉ GUADALUPE CURIEL 

 

 

 

 

C. DIP. CÉSAR AUGUSTO MARCOR RAMÍREZ 
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HONORABLE ASAMBLEA: 

 

Los suscritos, diputados integrantes de los Grupos Parlamentarios del 

Partido Revolucionario Institucional y del Partido Verde Ecologista de México de la LIX 

Legislatura del Congreso del Estado de Sonora, acudimos ante esta Soberanía con el objeto 

de someter a su consideración una propuesta con punto de acuerdo en relación con la 

aprobación del paquete presupuestal estatal para el presente ejercicio fiscal, por lo que con 

fundamento en lo dispuesto por el artículo 129 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del 

Estado de Sonora presentamos la siguiente:  

 

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 

 

Como lo hemos venido expresando en diversas ocasiones y lo cual es 

de público conocimiento, el estado de Sonora atraviesa una etapa difícil tanto política como 

económicamente debido, fundamentalmente, por la falta de apertura al diálogo por parte del 

titular del Poder Ejecutivo Estatal y los diputados del Grupo Parlamentario del Partido 

Acción Nacional, lo anterior, en atención a su falta de interés demostrado a lo largo de los 

últimos cuatro meses y medio para llevar a cabo la discusión y la correspondiente 

aprobación de las reformas fiscales y la Ley de Ingresos y el Presupuesto de Egreso del 

Gobierno del Estado de Sonora para el presente ejercicio fiscal. 

 

Quienes integramos los Grupos Parlamentarios de los Partidos 

Revolucionario Institucional y Verde Ecologista de México de esta Legislatura, hemos sido 

responsables y coherentes en nuestro actuar, SIEMPRE hemos privilegiado el diálogo en el 

desarrollo de nuestras acciones legislativas, hoy no deber ser la excepción. 

 

Somos conscientes que con la no aprobación de las reformas fiscales 

y la Ley de Ingresos y el Presupuesto de Egresos del Gobierno del Estado de Sonora para el 

presente ejercicio fiscal, operaron las disposiciones contenidas en los artículos 15 y 16 de la 
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Ley de Presupuesto de Egresos, Contabilidad Gubernamental y Gasto Público Estatal, que 

establecen que si el Congreso no aprueba, en tiempo y forma, tanto la Ley de Ingresos 

como el Presupuesto de Egresos, aplicará transitoriamente la Ley de Ingresos del año 

anterior y, en el caso del Presupuesto de Egresos, sólo para el ejercicio del gasto obligatorio 

como sueldos y servicios generales, entre otros. A lo anterior se le conoce como la figura 

jurídica de la “reconducción presupuestal”. 

 

Dicha figura jurídica ha venido aplicando ya por casi cuatro meses; 

empero, hemos comenzado a notar una serie de problemáticas derivadas de la aplicación de 

dicha figura, la primera, tuvo que ver con la asignación de los recursos necesarios para que 

el Consejo Estatal Electoral lleve a cabo el desarrollo de las actividades inherentes al 

proceso electoral en nuestro Estado, situación que dio origen a que se presentaran diversos 

recursos legales antes esta Soberanía para garantizar los recursos públicos para los partidos 

políticos durante el citado proceso. Al respecto, debemos señalar que el Ejecutivo Estatal, 

en uso de las facultades establecidas por los artículos 22 de la Constitución Política del 

Estado de Sonora y 29 del Código Electoral para el Estado de Sonora, realizó una 

reasignación presupuestal al Consejo Estatal Electoral, la cual podría ser catalogada como 

una acción gubernamental cuyo sustento legal no resulta ser el idóneo para la situación 

presupuestal actual, toda vez que la facultad ejercida se realiza cuando se encuentra 

aprobado, dentro del término constitucional, el Presupuesto de Egresos para el ejercicio 

correspondiente, situación que actualmente no vivimos en nuestro Estado.    

 

Otro aspecto que ha despertado gran preocupación es la situación 

laboral que priva entre la Universidad de Sonora y sus trabajadores tanto académicos como 

empleados, en general, con motivo de la revisión salarial y de los correspondientes 

contratos colectivos, dicha problemática se ha agravado por no haberse incrementado los 

recursos a dicha institución educativa por la no aprobación del Presupuesto de Egresos del 

Gobierno del Estado para el presente ejercicio fiscal, lo cual ha derivado en que 
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actualmente nuestra máxima casa de estudios se encuentre en huelga por parte del Sindicato 

de Trabajadores Académicos de dicha institución de educación superior. 

 

Otro aspecto negativo es la falta de conclusión de obras del sector 

salud, como por ejemplo la ampliación del Hospital General en el Municipio de Nogales, 

con lo cual se viene descuidando un factor esencial para los sonorenses, el factor de la 

prestación de los servicios de salud. 

 

Adicionalmente, diversos líderes de organismos empresariales han 

externado le necesidad de que este Poder Legislativo enfrente la responsabilidad que la 

Constitución Política del Estado nos ha dado para definir un presupuesto de egresos para el 

gobierno estatal y poder estar en condiciones de responder a las exigencias sociales que 

cubren los recursos de los sonorenses por la vía de las contribuciones. 

 

Teniendo como base todo lo antes expuesto y ante la evidente 

necesidad de que en el Gobierno del Estado se regularice su situación presupuestal, a efecto 

de que se pueda continuar realizando los trabajos de obra pública que quedaron pendientes 

e iniciar nuevas obras que beneficien a los sonorenses, quienes integramos los Grupos 

Parlamentarios de los Partidos Revolucionarios Institucional y Verde Ecologista de México 

de esta Legislatura, nos manifestamos, de nueva cuenta, listos para continuar con el proceso 

de análisis, discusión y, por supuesto, la correspondiente aprobación del paquete 

presupuestal para el presente ejercicio, siempre que sea sobre la base de no realizar 

incrementos en las contribuciones que deben cubrir los sonorenses o crear nuevos 

impuestos. 

 

Es necesario que los actores políticos privilegiemos el interés general 

de los sonorenses, por eso, desde esta Tribuna, realizamos un nuevo llamado al Gobernador 

del Estado y a nuestros compañeros de los demás Grupos Parlamentarios que integran esta 

Legislatura, empero en esta ocasión, debemos ser más concretos y fijarnos un plazo para la 
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aprobación de los ordenamientos legales que hemos venido señalando, para lo cual 

consideramos de suma importancia que no rebasemos la semana entrante sin que el 

Gobierno del Estado pueda contar con los ordenamientos legales necesarios para la 

ejecución correcta de los ingresos y egresos del presente ejercicio fiscal, es decir, con un 

presupuesto acorde a las necesidades del pueblo sonorense.   

 

En las apuntadas condiciones, con fundamento en lo dispuesto por los 

artículos 52 y 53 de la Constitución Política del Estado de Sonora y 32, fracción II de la 

Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de Sonora, presentamos el siguiente punto 

de: 

 

ACUERDO 

 

PRIMERO.- El Congreso del Estado de Sonora realiza un compromiso público de aprobar 

el paquete presupuestal estatal para el presente ejercicio fiscal, a más tardar el día 04 de 

mayo de 2012, con lo cual se busca, en primer término, dar cumplimiento a lo dispuesto en 

el artículo 64, fracción XXII de la Constitución Política Local y, en segundo, dotar de las 

herramientas necesarias al Ejecutivo del Estado para que se concluyan y desarrollen nuevas 

obras públicas en beneficio de los sonorenses, asimismo, para generar las condiciones 

económicas que permitan solucionar las diversas problemáticas señaladas en la parte 

expositiva del presente acuerdo en materia de salud y educación, entre otras.   

 

SEGUNDO.- El Congreso del Estado de Sonora resuelve exhortar al Ejecutivo Estatal para 

que lleve a cabo todas aquellas acciones necesarias que deriven en el diálogo y 

entendimiento entre ese poder y esta Soberanía y que tengan como finalidad la aprobación 

del paquete presupuestal estatal para el presente ejercicio fiscal. 

 

 

Finalmente, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 124, 

fracción III de la Ley Orgánica del Poder Legislativo, solicitamos se considere el presente 

asunto con el carácter de urgente resolución y se dispense el trámite de comisión, para que 

sea discutido y decidido, en su caso, en esta misma sesión ordinaria. 

 

ATENTAMENTE 

Hermosillo, Sonora a 26 de abril de 2011 
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C. DIP. HECTOR ULISES CRISTÓPULOS RÍOS 

 

 

 

C. DIP. CÉSAR AUGUSTO MARCOR RAMÍREZ 

 

 

C. DIP. JOSÉ LUIS GERMÁN ESPINOZA 

 

 

C. DIP. ÁNGELA JUDITH BUSTAMANTE VIRAMONTES 

 

 

C. DIP. LIZETH GUADALUPE SOLORZANO BARRERA 

 

 

C. DIP. FAUSTINO FÉLIX CHÁVEZ 

 

 

C. DIP. MARÍA ANTONIETA GONZÁLEZ BELTRÁN 

 

 

C. DIP. FLOR AYALA ROBLES LINARES 

 

 

C. DIP. LYDIA MOROYOQUI BARRERAS 

 

 

C. DIP. BLANCA LUZ SALDAÑA LÓPEZ 

 

 

C. DIP. VICENTE JAVIER SOLÍS GRANADOS 

 

 

C. DIP. CARMEN ALICIA MADRID OWEN 

 

 

C. DIP. BULMARO ANDRÉS PACHECO MORENO 
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COMISION DE JUSTICIA Y DERECHOS 

HUMANOS. 

 

DIPUTADOS INTEGRANTES: 

DAMIAN ZEPEDA VIDALES 

SARA MARTINEZ DE TERESA 

MOISÉS IGNACIO CASAL DÍAZ 

ALBERTO NATANAEL GUERRERO LOPEZ 

BULMARO ANDRÉS PACHECO MORENO 

OTTO GUILLERMO CLAUSSEN IBERI 

JORGE ANTONIO VALDÉZ VILLANUEVA 

GORGONIA ROSAS LÓPEZ 

CÉSAR AUGUSTO MARCOR RAMÍREZ 

 

 

HONORABLE ASAMBLEA: 

 

  

A los diputados integrantes de las Comisión de Justicia y Derechos 

Humanos de esta Legislatura, por acuerdo de la Presidencia, nos fue turnado para estudio y 

dictamen, escrito presentado por diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido 

Acción Nacional,  mediante el cual proponen LEY DE EXTINCION DE DOMINIO 

PARA EL  ESTADO DE SONORA, la cual tiene como finalidad, el permitir al Estado la 

aplicación a su favor de bienes respecto de los cuales existan datos para acreditar que son 

instrumento, objeto o producto de los delitos de secuestro, robo de vehículos, trata de 

personas, lenocinio, corrupción de menores, prostitución infantil o delitos contra la salud en 

su carácter de narcomenudeo, una vez que sea de competencia Estatal, o que estos bienes 

estén destinados a ocultar o mezclar bienes producto de estos delitos.  

 

En consecuencia, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 92, 

94, fracciones I y IV, 97 y 98 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de Sonora, 

presentamos para su discusión y aprobación, en su caso, el presente dictamen al tenor de la 

siguiente: 
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PARTE EXPOSITIVA 

 

Los diputados del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, 

fundaron su  iniciativa, bajo los argumentos siguientes:   

 

“Un Estado comprometido con la gobernabilidad democrática debe 

consolidar el clima de seguridad propicio que las y los ciudadanos anhelan para lograr su 

autorrealización en convivencia pacífica con los demás. Por ello, siempre con esta noble 

visión de protección ciudadana, la organización política está llamada a eliminar de la vida 

estatal, cualquier obstáculo que se interponga en el sendero que lleve a la comunidad a ese 

estado de tranquilidad y, en tal orden de ideas, no le es permitido ceder ante los flagelos 

que el crimen causa. 

 

   En la lucha frontal contra la delincuencia, el Estado ha de ser 

dotado de las herramientas jurídicas idóneas que le permitan hacer frente a los 

compromisos asumidos ante la sociedad. 

 

En este contexto, la potestad punitiva es, sin lugar a dudas, un arma 

imprescindible y, por ende, sumamente útil en todo Estado democrático que se encuentre 

comprometido con los ciudadanos en la protección de ataques a sus bienes jurídicos 

provenientes de grupos criminales. No obstante, no es la única herramienta que el Estado 

puede utilizar, pues atendiendo a que son diversas las aristas que confluyen en el fenómeno 

criminal, deben considerarse también instrumentos jurídicos de variada índole que le 

permitan embestir por todos los flancos al crimen. 

 

   En ese sentido, consideramos que uno de los flancos que el Estado 

debe atacar con mayor severidad es el de las finanzas de los delincuentes, pues, sin lugar a 

dudas, en muchas ocasiones las células delictivas se mueven orientadas por motivos de tipo 

económico y, a su vez, la estructura financiera es la que les permite mantenerse en pie. 

 

   Luego entonces, la actividad estatal debe tener como uno de sus 

objetivos primordiales mermar el patrimonio ilícito de los criminales y desarticular las 

estructuras financieras que los sustentan. Evidentemente el Estado no puede colocarse en 

el mismo nivel ético que los criminales, confiscando los bienes, vulnerando y atropellando 

los derechos de las personas. Una organización político-estatal ceñida a los principios 

constitucionales de un Estado democrático de derecho, ha de establecer mecanismos 

legítimos en los que se brinde la oportunidad a los afectados en su patrimonio, de acudir 

ante las vías jurídicas a defender sus intereses. 

 

   Es en este tenor en el que el Constituyente federal reformó el artículo 

22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, previendo una 

herramienta jurisdiccional, que posibilitara al Estado desmembrar las estructuras 
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financieras del crimen y a la vez garantizara el respeto irrestricto a las garantías 

constitucionales del debido proceso. 

 

   En consecuencia, el contenido del artículo 22 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su párrafo segundo y fracciones I a III quedó 

de la siguiente manera: 

"No se considerará confiscación la aplicación de bienes de una 

persona cuando sea  decretada para el pago de multas o impuestos, ni cuando la decrete 

una autoridad judicial para el pago de responsabilidad civil derivada de la comisión de un 

delito. Tampoco se considerará confiscación el decomiso que ordene la autoridad judicial 

de los bienes en caso de enriquecimiento ilícito en los términos del artículo 109, la 

aplicación a favor del Estado de bienes asegurados que causen abandono en los términos 

de las disposiciones aplicables, ni la de aquellos bienes cuyo dominio se declare extinto 

en sentencia. En el caso de extinción de dominio se establecerá un procedimiento que se 

regirá por las siguientes reglas:  

   

I. Será jurisdiccional y autónomo del de materia penal; 

 

II. Procederá en los casos de delincuencia organizada, delitos contra la   

 salud,  secuestro, robo de vehículos y trata de personas, respecto de los   

 bienes siguientes: 

 

a) Aquellos que sean instrumento, objeto o producto del delito, aún cuando no se haya 

dictado la sentencia que determine la responsabilidad penal, pero existan elementos 

suficientes para determinar que el hecho ilícito sucedió. 

 

b) Aquellos que no sean instrumento, objeto o producto del delito, pero que hayan sido 

utilizados o destinados a ocultar o mezclar  bienes producto del delito, siempre y cuando se 

reúnan los extremos del inciso anterior. 

 

c) Aquellos que estén siendo utilizados para la comisión de delitos por un tercero, si su 

dueño tuvo conocimiento de ello y no lo notificó a la autoridad o hizo algo para impedirlo. 

d) Aquellos que estén intitulados a nombre de terceros, pero existan suficientes elementos 

para determinar que son producto de delitos patrimoniales o de delincuencia organizada, y 

el acusado por estos delitos se comporte como dueño. 

 

III. Toda persona que se considere afectada podrá interponer los recursos respectivos 

para demostrar la procedencia lícita de los bienes y su actuación de buena fe, así como 

que estaba impedida para conocer la utilización ilícita de sus bienes.” 

 

   Del mismo modo, en dicho decreto se estableció una disposición 

transitoria que obliga a las legislaturas locales a emitir un ordenamiento legal atendiendo 

lo establecido por el nuevo sistema acusatorio penal, específicamente en el tema de 

extinción de dominio; por tal motivo se hace necesario establecer en nuestro estado las 
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bases que reglamenten esta novedosa figura, motivo por el cual el día de hoy proponemos 

esta iniciativa con proyecto de Ley de Extinción de Dominio para el Estado de Sonora, con 

la finalidad de permitir al Estado la aplicación a su favor de bienes respecto de los cuales 

existan datos para acreditar que son instrumento, objeto o producto de los delitos de 

secuestro, robo de vehículos, trata de personas, lenocinio, corrupción de menores, 

prostitución infantil o delitos contra la salud en su carácter de narcomenudeo, una vez que 

sea de competencia Estatal, o que estos bienes estén destinados a ocultar o mezclar bienes 

producto de estos delitos.  

 

   Ahora bien, tomando en cuenta referencias doctrinales, 

jurisprudenciales y legales, tanto nacionales como internacionales, podemos concluir que 

la extinción de dominio es una consecuencia patrimonial de las actividades ilícitas, 

consistente en la pérdida de los derechos del dominio de bienes en favor del Estado, sin 

contraprestación ni compensación de naturaleza alguna para su titular.  

 

   En ese sentido, se hace evidente que nuestra Entidad Federativa 

requiere la expedición de una normativa que regule un procedimiento de extinción de 

dominio, en el que se cumplan cabalmente con todos y cada uno de los postulados 

constitucionales.” 

 

 

Derivado de lo anterior, esta Comisión sustenta la viabilidad del 

presente dictamen bajo las siguientes: 

 

 

CONSIDERACIONES: 

 

 PRIMERA.- Es facultad constitucional y de orden legal de los 

diputados al Congreso del Estado, iniciar ante este Órgano Legislativo las leyes, decretos o 

acuerdos de observancia y aplicación en el ámbito jurisdiccional del Estado, atento a lo 

dispuesto por los artículos 53, fracción III de la Constitución Política del Estado de Sonora 

y 32, fracción II de la Ley Orgánica del Poder Legislativo.  

 

SEGUNDA.- Conforme al orden jurídico local, es potestad 

constitucional exclusiva de este Poder Legislativo discutir, aprobar y expedir toda clase de 

leyes, decretos y acuerdos de observancia y aplicación en el ámbito territorial del Estado, 

siendo materia de ley toda resolución que afecte a las personas en general, de decreto la que 

otorgue derechos o imponga obligaciones a personas determinadas, y de acuerdo en los 
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demás casos, según lo dispuesto por el artículo 52 de la Constitución Política del Estado de 

Sonora.  

 

Además, es importante señalar que en la interpretación, reforma o 

abrogación de leyes, deberán observarse los mismos trámites establecidos para su 

formación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 63 de la Constitución Política del 

Estado de Sonora.   

 

TERCERA.- Corresponde a esta Soberanía velar por la conservación 

de los derechos de los ciudadanos y habitantes del Estado y proveer, por cuantos medios 

estén a su alcance, a su prosperidad general, pudiendo concurrir con los demás poderes del 

Estado y gobiernos municipales, a la consecución de los fines y propósitos que redunden en 

beneficio de la colectividad, conforme a lo dispuesto por el artículo 64, fracción XXXV de 

la Constitución Política del Estado de Sonora. 

    

CUARTA. Conforme a lo previsto por el artículo 22, segundo 

párrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, no se considerará 

confiscación la aplicación de bienes de una persona cuando sea decretada para el pago de 

multas o impuestos, ni cuando la decrete una autoridad judicial para el pago de 

responsabilidad civil derivada de la comisión de un delito. Tampoco se considerará 

confiscación el decomiso que ordene la autoridad judicial de los bienes en caso de 

enriquecimiento ilícito, la aplicación a favor del Estado de bienes asegurados que causen 

abandono en los términos de las disposiciones aplicables, ni la de aquellos bienes cuyo 

dominio se declare extinto en sentencia.  

 

   QUINTA.- Analizada la iniciativa de mérito, esta Comisión expresa 

que con la aprobación del dictamen puesto a consideración de este Plano, se genera y se 

fortalecen figuras jurídicas como el aseguramiento de bienes, decomiso, reparación de daño 

y operaciones con recursos de procedencia ilícita; se sanciona con la extinción de dominio 

los bienes a quienes cometan, encubran y presten sus propiedades para el cátalo de delitos 
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previstos en esta nueva figura; se establece que será un procedimiento que podrá iniciar 

cuando se acredite que una propiedad fue facilitada para cometer uno o varios de los delitos 

indicados en el proyecto, con conocimiento de la acción emprendida por los delincuentes; 

también, se busca generar mecanismos que puedan  garantizar la reparación del daño a las 

víctimas de la delincuencia organizada u ofendidos; se establece un procedimiento apegado 

a las directrices constitucionales establecidas en el artículo 22 de la Constitución Federal; 

con acciones como ésta, se ataca directamente a los bienes de la delincuencia organizada, 

dotando de mayores herramientas jurídicas a los encargados de impartir justicia; se crea un 

cerco económico que merme los recursos de organizaciones delictivas, aumentando sus 

costos y reduciendo sus ganancias.  

 

Expuesto lo anterior, esta dictaminadora considera que los 

argumentos vertidos en el cuerpo del presente, idóneo y suficiente para proponer su 

aprobación por parte de esta Asamblea, toda vez que acciones como las que hoy se 

proponen son las que el Estado y sus instituciones requieren para debilitar y desalentar a la 

delincuencia organizada, cerrar su paso y responder a las exigencias del colectivo por 

aprobar ordenamientos que castiguen a los delincuentes, pero que, a su vez, puedan resarcir 

o repara los daños generados a la sociedad y a las víctimas. 

 

En consecuencia, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 52 

de la Constitución Política del Estado de Sonora, sometemos a consideración del Pleno el 

siguiente proyecto de: 

 

LEY 

DE EXTINCION DE DOMINIO PARA EL ESTADO DE SONORA 

 

Título Primero 

Disposiciones Generales 

 

Capítulo I 

Disposiciones preliminares 
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Artículo 1. La presente Ley es de orden público y tiene por objeto regular la extinción de 

dominio de bienes a favor del Estado así como su procedimiento.  

 

Artículo 2. Para los efectos de esta Ley, se entenderá por:  

  

I. Agente especializado: el agente del Ministerio Público especializado en extinción de 

dominio;  

 

II. Bienes: todas aquellas cosas que puedan ser objeto de apropiación, sean muebles o 

inmuebles, y todo aquel derecho real o personal, así como los objetos, frutos y productos de 

los mismos;  

 

III. Dueño: el propietario de los bienes o titular de los derechos;  

 

IV. Juez especializado: el Juez especializado en materia de extinción de dominio del Poder 

Judicial del estado de Sonora;  

 

V. Mezclar: sumar, incorporar o aplicar dos o más bienes; y  

 

VI. Ocultar: esconder, disimular o transformar bienes.  

 

Artículo 3. A falta de regulación suficiente en la presente Ley respecto de las instituciones 

y supuestos jurídicos previstos por la misma, se estará a las siguientes reglas de 

supletoriedad: 

 

I. En el procedimiento de extinción de dominio, serán aplicables las disposiciones 

contenidas en el Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Sonora;  

 

II. En la administración, uso, disposición y destino de los bienes, a lo previsto por la ley de 

la materia; y  

 

III. En lo relativo a la materia sustantiva civil, a lo previsto por el Código Civil para el 

Estado de Sonora.  

 

Artículo 4. Las publicaciones en el Boletín Oficial del Gobierno del Estado, así como las 

anotaciones y las inscripciones en el Registro Público de la Propiedad que ordenen la 

autoridad judicial así como el Ministerio Público con motivo de la aplicación de la presente 

Ley, estarán exentas del pago de los derechos y productos estatales correspondientes.  

 

Artículo 5. La presente Ley se aplicará por los hechos ilícitos cometidos dentro del estado 

de Sonora y por los cometidos fuera de éste, cuando causen o estén destinados a causar 

efectos dentro del mismo y no se haya pronunciado sentencia ejecutoriada de extinción de 

dominio en cualquier otro lugar.  
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Artículo 6. Toda información que se genere u obtenga con motivo de la aplicación de esta 

Ley tendrá el carácter de confidencial, de conformidad con la Ley de Acceso a la 

Información Pública para el Estado de Sonora. 

 

Capítulo II 

Extinción de dominio 
 

Artículo 7. La extinción de dominio es la pérdida de derechos sobre los bienes a que se 

refiere el artículo 10 de esta Ley, sin contraprestación ni compensación de ninguna especie 

para su dueño, o para quien se ostente o comporte como tal. La sentencia que así lo declare, 

tendrá como efecto que los bienes se apliquen a favor del Estado, en los términos de la Ley 

de la materia.  

 

Artículo 8. El ejercicio de la acción de extinción de dominio corresponde al Ministerio 

Público.  

 

Artículo 9. El procedimiento de extinción de dominio es autónomo, distinto e 

independiente de cualquier otro, incluyendo a aquel de naturaleza penal en la que tuviere 

origen.  

 

El ejercicio de la acción de extinción de dominio no excluye la facultad del Ministerio 

Público para solicitar el decomiso de los mismos bienes con motivo del ejercicio de la 

acción penal o que se emita la declaratoria de abandono de dichos bienes, en los casos 

establecidos por la ley.  

  

Artículo 10. El procedimiento de extinción de dominio sólo procederá en los casos de 

delitos contra la salud, secuestro, robo de vehículos y trata de personas, respecto de los 

bienes siguientes:  

 

I. Aquellos que sean instrumento, objeto o producto del delito;  

 

II. Aquellos que hayan sido utilizados o destinados a ocultar o mezclar bienes  producto 

del delito;  

 

III. Aquellos que estén siendo utilizados para la comisión de delitos por un  tercero, si 

su dueño tuvo conocimiento de ello y no lo notificó a la autoridad o hizo algo para 

impedirlo; o, 

 

IV. Aquellos que estén intitulados a nombre de terceros y existan suficientes  elementos 

para determinar que son producto de delitos patrimoniales y el  acusado por estos delitos 

se ostente o comporte como dueño.  
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Artículo 11. La extinción de dominio procederá en cualquier momento aún cuando no se 

haya dictado la sentencia que determine la responsabilidad penal, pero siempre y cuando 

existan elementos suficientes para determinar que el hecho ilícito sucedió.  

 

Artículo 12. Para efectos de esta Ley, se entenderá que hay hecho ilícito, cuando se 

acrediten los elementos que integren la definición legal del delito de que se trate.  

 

Artículo 13. La muerte del inculpado, del dueño de los bienes o de quien se ostente o 

comporte como tal, no extingue la acción.  

 

Artículo 14. Para que proceda la acción de extinción de dominio se requiere la 

identificación del bien sobre el que habrá de proceder y la identidad del dueño o de quien se 

ostente o comporte como tal.  

 

Cuando los bienes se hayan transformado o convertido en otros bienes, sobre éstos 

procederá la extinción de dominio. En caso de mezcla, la declaratoria se hará sobre el total 

de la misma.  

 

Artículo 15. La acción de extinción de dominio prescribirá en veinte años, los cuales 

comenzarán a correr de conformidad con las reglas establecidas en el Código Penal del 

Estado de Sonora para la acción penal, excepto cuando se trate de bienes que sean 

adquiridos con el instrumento, objeto o producto del delito, caso en el cual el cómputo 

iniciará a partir de que dicha adquisición se genere.  

 

La prescripción se interrumpe con el ejercicio de la acción de extinción de dominio, a 

través de la presentación de la demanda respectiva.  

 

Artículo 16. No procederá la caducidad en el procedimiento de extinción de dominio.  

 

Título Segundo 

Procedimiento de extinción de dominio 

 

Capítulo I 

Competencia 

 

Artículo 17. Los Jueces especializados son competentes para conocer del procedimiento de 

extinción de dominio.  

 

Los Jueces especializados tendrán su sede en la Capital de Sonora y serán competentes en 

todo el estado.  

 

El recurso de apelación se tramitará por el Supremo Tribunal de Justicia del Estado, de 

acuerdo con lo previsto en la fracción III del artículo 13 de la Ley Orgánica del Poder 

Judicial del Estado, y se resolverá por la sala mixta que corresponda. 
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Capítulo II 

Partes 

 

Artículo 18. Son partes en el procedimiento de extinción de dominio:  

 

I. El actor, que será el Ministerio Público;  

 

II. El demandado, que será la persona que aparezca identificada como dueño de  los bienes, 

se comporte u ostente como tal, o ambos; y  

 

III. El tercerista, que será toda persona que, sin ser demandado en el  procedimiento de 

extinción de dominio, comparece en él para deducir un  derecho propio sobre los bienes 

materia de la acción de extinción de dominio.  

 

Capítulo III 

Notificaciones 

 

Artículo 19. Las notificaciones y emplazamientos, se efectuarán, a más tardar al día 

siguiente al en que se dicten las resoluciones que las ordenen cuando se deban practicar en 

la sede del juzgado especializado, cuando el Juez especializado en éstas no dispusiere otra 

cosa, con las salvedades previstas en este Capítulo, se aplicarán en lo conducente las 

disposiciones contenidas en el Capítulo IV, Título Cuarto, Libro Primero de las 

notificaciones del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Sonora.  

 

Artículo 20. Deberá notificarse personalmente:  

 

I. El emplazamiento. En caso de que el demandado se encuentre privado de su  libertad, el 

emplazamiento se hará en el lugar donde se encuentre detenido;  

 

II. Cuando se trate de la primera notificación de juicio al Agente especializado o a 

cualquiera que pudiere tener interés, si se conoce su domicilio;  

 

III. Cuando, por cualquier motivo, se deje de actuar por más de seis meses;  

 

IV. En los casos de citaciones a personas ajenas a la litis o de requerimiento, a  la persona 

que deba cumplirlo;  

 

V. La sentencia que declare la extinción de dominio; y  

 

VI. Las actuaciones que el Juez especializado estime urgentes o necesarias y así lo ordene 

expresamente.  
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Artículo 21. Cuando se trate de la notificación personal de la demanda, el instructivo 

deberá contener copia íntegra del auto de admisión, así como de cualquier otra 

determinación que el Juez especializado considere conveniente.  

 

Artículo 22. Cuando los bienes materia del procedimiento de extinción de dominio sean 

inmuebles, se fijará un aviso visible por el actuario en cada uno de éstos y para el caso de 

que los inmuebles se encuentren fuera de la sede del Juez especializado se estará a lo 

dispuesto en el Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Sonora.  

 

El aviso de notificación contendrá la identificación del juzgado especializado, el número 

del expediente y la naturaleza del proceso.  

 

Artículo 23. Las notificaciones personales se harán al interesado, a su representante o 

autorizado, por el actuario, dándoles lectura íntegra de la resolución en el domicilio 

señalado, previo cercioramiento del mismo y entregándoles el instructivo respectivo. Si el 

actuario no los encontrare en el domicilio señalado para recibir notificaciones, le dejará 

instructivo con quien se encuentre.  

 

El instructivo deberá contener, por lo menos:  

  

I. La fecha y hora en que lo entregue y en que termine la diligencia;  

 

II. Número de expediente;  

 

III. El nombre y apellidos de las partes;  

 

IV. El nombre y apellidos de la persona a quien se dirige la notificación;  

 

V. El Juez especializado que manda practicar la diligencia;  

 

VI. La determinación que se manda notificar; 

 

VII. El nombre y apellidos de la persona que recibe el instructivo; y  

 

VIII. Forma de cercioramiento de la identidad de la persona con la que se sostenga la 

diligencia.  

 

En todos los casos deberá levantarse acta circunstanciada de la diligencia que se practique, 

la que deberá contener la firma del actuario y de quien recibe, o la causa por la cual este 

último no firma o se niega a firmar.  

 

Las notificaciones personales podrán practicarse en el local de la autoridad jurisdiccional 

que las ordena, cuando los interesados así lo soliciten asistiendo personalmente al mismo, 

levantándose constancia respectiva. 
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Artículo 24. El Juez especializado podrá habilitar la práctica de diligencias y notificaciones 

en días y horas inhábiles. Si una diligencia se inició en día y hora hábiles, puede llevarse 

hasta su fin, sin interrupción, sin necesidad de habilitación expresa.  

 

Artículo 25. En todos los casos en que admita la demanda, el Juez especializado mandará 

publicar el auto respectivo por dos veces consecutivas en el Boletín Oficial del Gobierno 

del Estado y un extracto en un diario con circulación en el lugar del juicio y, en el de la 

ubicación del inmueble, para el efecto de que las partes, cuyo domicilio se desconozca y las 

demás personas que se puedan considerar terceristas, comparezcan a manifestar lo que a su 

derecho convenga.  

 

Artículo 26. Las notificaciones que no deban ser personales, se harán en la sede del 

Juzgado Especializado, en lugar visible y de fácil acceso, por medio de lista fechada, 

autorizada por el secretario, que se fijará a primera hora de despacho del día siguiente al de 

la fecha de la resolución, en la que se expresará el número del juicio, los nombres de las 

partes y el acuerdo a notificar. En el expediente, se hará constar el día y hora de la 

notificación por lista. 

 

Artículo 27. Cuando hubiere que notificar personalmente a alguna persona que haya 

desaparecido, no tenga domicilio fijo o se ignore dónde se encuentra, la notificación se 

realizará por edictos en términos del artículo 25 de la presente Ley, para el efecto de que 

comparezca dentro de los treinta días hábiles siguientes.  

 

Para que proceda la notificación por edictos, bastará la manifestación del Agente 

especializado de que se desconoce el domicilio de las personas a notificar personalmente, 

sustentada en el informe de una sola autoridad o institución pública que cuente con registro 

oficial de personas.  

 

Artículo 28. Las notificaciones surtirán sus efectos el día hábil siguiente al en que se 

practiquen. La notificación por edictos surtirá efectos de notificación personal al día hábil 

siguiente al de la última publicación en el Boletín Oficial del Gobierno del Estado.  

 

Capítulo IV 

Medidas cautelares y urgentes 

 

Artículo 29. El Juez especializado, a solicitud fundada y motivada del Agente 

especializado, podrá imponer una o más medidas cautelares, a fin de garantizar la 

conservación de los bienes materia de la acción de extinción de dominio. Las medidas 

cautelares son:  

  

I. La prohibición para enajenar o gravar los bienes; 

II. La suspensión del ejercicio de dominio;  
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III. La suspensión del poder de disposición;  

 

IV. La retención;  

 

V. El aseguramiento;  

 

VI. El embargo cautelar de bienes, dinero en depósito en el sistema financiero,  títulos 

valor y sus rendimientos, lo mismo que la orden de no pagarlos; o  

 

VII. Las demás contenidas en la Ley que considere necesarias y se justifique su  aplicación.  

 

El Juez especializado deberá resolver la solicitud en un plazo de setenta y dos horas a partir 

de su recepción. 

 

Artículo 30. El Agente especializado fundada y motivadamente podrá solicitar al Juez 

especializado medidas urgentes que podrán consistir en:  

  

I. Clausura de establecimientos comerciales;  

 

II. Colocación de sellos en puertas y ventanas de inmuebles y, en su caso, el  cierre  de 

las mismas bajo llave;  

 

III. Mandar inventariar los bienes susceptibles de ocultarse o perderse;  

 

IV. Mandar depositar el dinero y alhajas; y  

 

V. Preservar los semovientes.  

 

El Juez especializado deberá resolver la solicitud en un plazo de veinticuatro horas a partir 

de su recepción.  

 

Artículo 31. En casos urgentes y dentro de la etapa de preparación de la acción, el Agente 

especializado podrá ordenar directamente las medidas cautelares. En estos casos, la medida 

tendrá una vigencia de cinco días a menos que haya sido ratificada por la autoridad judicial. 

 

Artículo 32. El Juez especializado ordenará el aseguramiento de los bienes materia de la 

acción de extinción de dominio que estén identificados o ratificará el decretado por el 

Agente especializado en la preparación de la acción de extinción de dominio.  

 

Artículo 33. El Juez especializado ordenará el embargo cautelar cuando los bienes no 

hayan sido asegurados en el procedimiento penal o en la preparación de la acción de 

extinción de dominio. Cuando los bienes se hayan transformado o convertido en otros 
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bienes, sobre éstos se ordenará el embargo. En caso de mezcla de bienes, el embargo 

cautelar se hará sobre el total de la misma.  

 

Artículo 34. Toda medida cautelar quedará anotada en el Registro Público que corresponda 

y sólo será cancelada por orden de autoridad competente.  

 

En los bienes sobre los que recaiga la medida no podrá verificarse embargo, toma de 

posesión, diligencia precautoria o cualquier otra que entorpezca el curso del procedimiento 

de extinción de dominio.  

 

Artículo 35. Cuando los bienes objeto de la medida cautelar impuesta hayan sido 

previamente intervenidos, secuestrados, embargados o asegurados en procedimientos 

judiciales o administrativos distintos del procedimiento de extinción de dominio, se 

notificará la medida a las autoridades que hayan ordenado dichos actos, así como al 

Registro Público correspondiente. En estos casos, en los procedimientos judiciales o 

administrativos distintos al de extinción de dominio, se suspenderá la ejecución de la 

sentencia y deberá ordenarse la sustitución de los bienes por valor equivalente, cuando 

éstos existan. 

 

En caso de que las medidas a que se refiere el párrafo anterior sean levantadas, la autoridad 

que levantó las mismas y el Registrador Público deberán dar aviso inmediato al Juez 

especializado.  

 

Los bienes sujetos a medida cautelar no serán objeto de enajenación, división, liquidación, 

o adjudicación por herencia o legado, durante la vigencia de la misma.  

 

La custodia y administración de los bienes que se haya ordenado con motivo de la 

aplicación de esta Ley, prevalecerá sobre cualquier otra. 

 

Artículo 36. Los bienes materia de las medidas cautelares quedarán en depósito y bajo 

resguardo de la Procuraduría General de Justicia del Estado.  

 

Artículo 37. Previa autorización del Juez especializado, los bienes objeto de medidas 

cautelares que sean de naturaleza fungible o perecedera, muebles susceptibles de deterioro 

o pérdida y los demás que la Procuraduría General de Justicia justifique como necesarios 

podrán ser enajenados al mejor postor o en condiciones de mercado.  

 

Artículo 38. El Juez especializado acordará la medida cautelar que resulte procedente en 

cualquier etapa del procedimiento en que se solicite. El Juez especializado cuenta con las 

siguientes medidas coercitivas y disciplinarias:  

 

I. Para el cumplimiento de sus determinaciones, podrá utilizar los siguientes medios de 

apremio:  
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a) Apercibimiento;  

 

b) Multa de uno a doscientos días de salario mínimo general diario vigente en el Estado; o  

 

c) Uso de la fuerza pública. 

 

En la aplicación de los anteriores medios, no será necesario seguir el orden establecido en 

esta fracción. 

 

II. Son medidas disciplinarias las siguientes:  

 

a) Apercibimiento;  

 

b) Multa de uno a doscientos días de salario mínimo general diario vigente en el  Estado;  

 

c) Uso de la fuerza pública; o  

 

d) Arresto hasta por treinta y seis horas.  

 

En la aplicación de las medidas a que se refiere esta fracción, no será necesario seguir el 

orden establecido, con excepción del arresto que se aplicará previo apercibimiento.  

 

El arresto se ejecutará en el lugar destinado por la autoridad administrativa para este efecto.  

  

Artículo 40. La autoridad, los notarios y corredores públicos que intervengan en la 

celebración de actos civiles, mercantiles o de cualquier otro acto jurídico que tenga por 

objeto los bienes señalados en el artículo 10 de la presente Ley, o en la inscripción de los 

mismos, están obligados a informar al Ministerio Público o al Agente especializado cuando 

tengan conocimiento de que los bienes objeto de dichos actos se encuentran en alguna de 

las hipótesis previstas en el artículo 10 de esta Ley; en caso contrario, serán responsables en 

los términos de la legislación penal o administrativa. 

 

Artículo 41. No se podrá otorgar garantía para obtener el levantamiento de las medidas 

cautelares. 

 

Capítulo V 

Colaboración ciudadana 

 

Artículo 42. Al particular que denuncie o contribuya efectivamente a la obtención de 

medios de prueba para la declaratoria de extinción de dominio, a juicio del Juez 

especializado, se le podrá entregar una retribución del cinco al veinte por ciento del valor 

de realización de dichos bienes o del valor comercial de los mismos, en la sentencia 

condenatoria y atendiendo a la colaboración.  
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La fijación del porcentaje y la entrega del mismo la hará el Juez especializado vía 

incidental, por separado y a instancia del Agente especializado.  

 

Toda persona que en los términos antes señalados presente una denuncia, tendrá derecho a 

solicitarle al Agente especializado promueva el incidente de retribución. Sólo el Juez 

especializado tendrá acceso a los datos de identificación del denunciante.  

 

Capítulo VI 

Preparación de la acción 

 

Artículo 43. Cuando se haya iniciado una investigación ministerial, durante la 

substanciación del proceso o cuando se dicte sentencia penal respecto de los delitos 

previstos en el artículo 10 de esta Ley y sean identificados, detectados o localizados 

algunos de los bienes a que se refiere el mismo precepto de esta Ley, sin que sobre ellos se 

haya declarado el decomiso o el abandono, el Agente del Ministerio Público que esté 

conociendo del asunto penal remitirá copia certificada de las diligencias conducentes al 

Agente especializado, para sustanciar la acción de extinción de dominio. 

 

Artículo 44. Para la preparación de la acción de extinción de dominio y la conservación de 

la materia del procedimiento, el Agente especializado tendrá las siguientes atribuciones:  

 

I. Ordenar y practicar las diligencias que considere necesarias para obtener las  pruebas 

que acrediten la existencia del hecho ilícito de los supuestos a que se  refiere el artículo 

10 de esta Ley;  

 

II. Solicitar y recabar los medios de prueba que acrediten que los bienes se encuentran en 

alguno de los supuestos previstos en el artículo 10 de esta Ley;  

 

III. Dictar y solicitar las medidas cautelares y urgentes sobre los bienes que se encuentren 

en alguno de los supuestos previstos en el artículo 10 de esta Ley;  

 

IV. Solicitar información y documentación del sistema financiero, por conducto de la 

Comisión Nacional Bancaria y de Valores, la Comisión Nacional de Seguros y Fianzas o la 

Comisión Nacional del Sistema de Ahorro para el Retiro y demás instituciones 

correspondientes, así como información financiera o fiscal al Servicio de Administración 

Tributaria u otras autoridades competentes en materia fiscal. Los requerimientos de 

información se formularán por el Procurador General de Justicia o por los servidores 

públicos en quienes delegue  esta facultad. Se deberá guardar confidencialidad sobre la 

información y  documentos obtenidos por esta vía;  

 

V. Requerir información a las oficinas de registros públicos de la propiedad,  tesorerías 

locales, catastros y archivos de notarías y demás autoridades competentes; y  

 

VI. Las demás que señalen esta Ley y las demás disposiciones aplicables.  
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Artículo 45. Recibidas las copias certificadas de las constancias ministeriales, los autos del 

proceso penal o la sentencia penal, el Agente especializado realizará las diligencias para 

preparar la acción de extinción de dominio y procederá a complementar o, en su caso, 

recabar la información para la identificación de los bienes materia de la acción.  

 

Si los bienes se encuentran a disposición de otra autoridad, se le informará al respecto.  

 

El Agente especializado realizará el inventario de los bienes cuando no exista constancia de 

su realización.  

 

Artículo 46. Las determinaciones asumidas por el Agente especializado en la preparación 

de la acción, son irrecurribles.  

 

Capítulo VII 

Sustanciación del procedimiento de extinción de dominio 

 

Artículo 47. En caso de que el Agente especializado determine ejercer la acción de 

extinción de dominio, formulará por escrito la demanda, la cual deberá contener, cuando 

menos:  

 

I. La mención del Juez especializado;  

 

II. Domicilio y autorizados para recibir notificaciones;  

 

III. El nombre del o de los demandados y de sus domicilios en caso de contar  con estos 

últimos o la precisión de que se carece de los mismos;  

 

IV. Los nombres y domicilios de los terceristas, en caso de contar con esos datos o la 

precisión de que se carece de los mismos;  

 

V. La identificación y descripción de los bienes sobre los que se solicita la extinción de 

dominio, señalando su ubicación y demás datos para su localización o, en dado caso, la 

referencia de que los bienes se mezclaron, transformaron o convirtieron en otros;  

 

VI. Los razonamientos y fundamentos por los que se considera que los bienes y  los hechos 

son de los mencionados en el artículo 9 de esta Ley;  

 

VII. La solicitud, en su caso, de las medidas cautelares sobre los bienes materia de la 

acción; y  

 

VIII. Las pruebas que se ofrezcan. El Agente especializado deberá acompañar a la 

demanda las documentales que tenga en su poder o señalar el archivo en donde se 



 

 33 

Abril  25 2012    Año 6, No 491  

encuentren, y precisará los elementos necesarios para la preparación y desahogo de los 

otros medios de prueba.  

 

A la demanda se acompañarán las copias de la misma y de los documentos anexos, 

suficientes para correr traslado a las partes.  

 

Artículo 48. El Agente especializado podrá desistirse de la acción de extinción de dominio 

en cualquier momento, hasta antes de que se dicte sentencia definitiva, previo acuerdo del 

Procurador General de Justicia o del servidor público en quien delegue tal facultad. En los 

mismos términos, podrá desistirse de la pretensión respecto de ciertos bienes objeto de la 

acción de extinción de dominio.  

 

Artículo 49. Una vez presentada la demanda con los documentos y demás pruebas que 

ofrezca el Agente especializado, el Juez especializado contará con un plazo de tres días 

hábiles para resolver sobre la admisión de la demanda.  

 

Si la demanda fuere obscura o irregular, el Juez especializado prevendrá por una sola vez al 

Agente especializado para que subsane las irregularidades de que se trate, las que señalará 

con toda precisión en el mismo auto, otorgándole para tal efecto el plazo de tres días 

hábiles contados a partir de que surta efectos la notificación del auto que lo ordene. 

 

En caso de que el Agente especializado no desahogue dentro del plazo señalado las 

prevenciones, el Juez especializado desechará la demanda y ordenará devolver al actor 

todos los documentos originales y copias que haya exhibido, con excepción de la demanda, 

la cual deberá conservarse en el expediente.  

 

Si en el plazo concedido se aclara la demanda o se subsanan las irregularidades prevenidas, 

el Juez especializado le dará el curso correspondiente.  

 

Si la demanda es notoriamente improcedente, el Juez especializado la desechará de plano.  

 

El auto que admita la demanda es irrecurrible.  

 

Artículo 50. En el auto de admisión el Juez especializado acordará:  

 

I. El emplazamiento, para que dentro de los quince días hábiles siguientes, contados a partir 

del día siguiente al en que surta efectos la notificación,  comparezcan por escrito, por sí 

o a través de representante legal, contesten la demanda y ofrezcan pruebas; con el 

apercibimiento de que de no comparecer y  no ofrecer pruebas en el plazo concedido, 

precluirá su derecho para hacerlo,  salvo lo previsto en los artículos 27 y 54 de la presente 

Ley.  
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Si los documentos con los que se corriere traslado excedieren de quinientas  fojas,  por 

cada cien de exceso o fracción que exceda de la mitad, se aumentará  un día más de 

plazo para contestar la demanda, sin que pueda exceder de treinta días hábiles;  

 

II. Lo relativo a las pruebas ofrecidas;  

 

III. La orden de publicación del auto admisorio, la que se hará en los términos  señalados 

en el artículo 25 de esta Ley;  

 

IV. Mandará inscribir la demanda en el Registro Público de la Propiedad del lugar del 

procedimiento y en el de la ubicación de los inmuebles materia de extinción de  dominio, 

con los efectos del artículo 34 de esta Ley; y  

 

V. Las demás determinaciones que considere pertinentes.  

 

Artículo 51. Todo tercerista que no fuere notificado y que considere tener interés jurídico 

sobre los bienes materia de la acción de extinción de dominio, deberá comparecer dentro de 

los diez días hábiles siguientes, contados a partir de aquel en que haya tenido conocimiento 

del procedimiento de extinción de dominio, a fin de acreditar su interés jurídico y expresar 

lo que a su derecho convenga, antes del dictado de la sentencia definitiva.  

 

El Juez especializado resolverá dentro del plazo de tres días hábiles, contados a partir de la 

comparecencia, respecto a la legitimación del tercerista que se hubiere apersonado y, en su 

caso, ordenará su emplazamiento en términos de la fracción I del artículo 50 de esta Ley.  

 

De acuerdo a la etapa procedimental, el Juez especializado podrá ordenar la suspensión del 

procedimiento con motivo del emplazamiento al tercerista.  

 

El tercerista deberá demostrar la procedencia lícita de los bienes y su actuación de buena fe, 

así como que estaba impedido para conocer la utilización ilícita de sus bienes.  

  

Artículo 52. El demandado y el tercerista, desde el escrito de contestación de demanda o 

del primer acto por el que se apersonen al procedimiento de extinción de dominio, deberán 

señalar domicilio para oír y recibir notificaciones en el lugar sede del Juez especializado 

que conozca de la acción de extinción de dominio, en los términos que establece el Código 

de Procedimientos Civiles para el Estado de Sonora. 

 

Artículo 53. El escrito de contestación de demanda deberá contener las excepciones y 

defensas, así como el ofrecimiento de pruebas, además de exhibir las que estén a 

disposición del demandado o señalar el archivo en el que se encuentren.  

 

En su escrito de contestación, el demandado o tercerista deberán señalar el nombre y 

domicilio de cualquier persona que consideren tenga interés jurídico en el procedimiento de 
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extinción de dominio, para que sea llamada. La persona que sea llamada bajo este supuesto, 

deberá acreditar su interés jurídico en los términos del artículo 51 de esta ley.  

 

Artículo 54. Cuando haya transcurrido el término del emplazamiento, sin haber sido 

contestada la demanda, se tendrán por confesos los hechos y las imputaciones, siempre que 

el emplazamiento se haya hecho personal y directamente al demandado, su representante o 

apoderado, quedando a salvo sus derechos para probar en contra. En cualquier otro caso se 

tendrá por contestada en sentido negativo.  

 

Artículo 55. Si el demandado se allana a la pretensión, el Juez especializado dará vista al 

Agente especializado para que dentro de tres días manifieste lo que a su derecho convenga. 

El Juez especializado resolverá de acuerdo a las proposiciones que se le hagan.  

 

Artículo 56. El demandado o los terceristas que lo requieran tendrán a su disposición la 

asesoría y representación gratuita del Estado.  

 

Artículo 57. Al demandado o al tercerista le corresponde ofrecer las pruebas en que funden 

sus excepciones y defensas. 

 

Artículo 58. Una vez contestada la demanda, el Agente especializado podrá ofrecer 

pruebas diversas a las de su escrito inicial, para lo cual contará con el plazo de cinco días 

hábiles, contados a partir del siguiente a que surta efectos la notificación del auto que tenga 

por admitida la última contestación de los emplazados o bien, por fenecido el plazo para 

hacerlo. En su caso, se dará vista a las demás partes mediante notificación personal, por un 

plazo de cinco días hábiles, a fin de que manifiesten lo que a su derecho convenga.  

 

Artículo 59. Las partes podrán ofrecer todo tipo de pruebas que no sean contrarias a 

derecho, con excepción de la absolución de posiciones a cargo de las autoridades.  

 

El Agente especializado no podrá ocultar prueba de descargo alguna que se relacione con 

los hechos objeto de la extinción y deberá aportar toda información que conozca a favor y 

en beneficio del demandado.  

 

Artículo 60. Cuando el demandado o el tercerista ofrezcan como prueba constancias de 

alguna investigación o proceso penal o información documentada que tenga cualquier otra 

autoridad, el Juez especializado las solicitará a la autoridad para que las remita en el plazo 

de cinco días hábiles, a costa del oferente.  

 

El Juez especializado se cerciorará de que las constancias ofrecidas por el demandado, el 

tercerista o el Ministerio Público tengan relación con los hechos materia de la acción de 

extinción de dominio y verificará que su exhibición no ponga en riesgo el secreto de la 

investigación. El juez ordenará que las constancias de la investigación penal o de otro 

proceso que admita como prueba sean debidamente resguardadas en el secreto del juzgado, 
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con el fin de reservar su contenido, sin que en ningún caso pueda restringirse el derecho de 

las partes de tener acceso a dichas constancias. 

 

Artículo 61. Podrá ofrecerse como prueba la grabación de la comunicación que haya sido 

obtenida por alguno de los participantes en la misma, o haya sido obtenida de forma legal, 

siempre que exista consentimiento de alguno de ellos.  

 

Sólo el Juez especializado tendrá acceso a los datos de identificación del que haya otorgado 

su consentimiento.  

 

Artículo 62. Todas las excepciones e incidentes serán resueltas en la sentencia.  

 

Artículo 63. El Juez especializado desechará de plano los recursos, incidentes o 

promociones notoriamente improcedentes.  

 

Artículo 64. Concluido el plazo para contestar la demanda y en su caso, el de ofrecimiento 

de pruebas, el Juez especializado dictará dentro de los tres días hábiles siguientes, auto de 

citación a audiencia, donde acordará:  

 

I. La admisión o desechamiento de las pruebas que se hayan ofrecido;  

 

II. Las providencias para el desahogo de las pruebas admitidas y formulación de alegatos;  

 

III. La fecha y hora de la audiencia de desahogo de pruebas y formulación de alegatos, la 

cual se celebrará dentro de los quince días hábiles siguientes; y  

 

IV. Las demás determinaciones que considere pertinentes.  

 

Capítulo VIII 

Audiencia de desahogo de pruebas y formulación de alegatos 

 

Artículo 65. La audiencia de desahogo de pruebas y formulación de alegatos, se celebrará 

estén o no presentes las partes, excepto el Agente especializado, quien siempre deberá 

comparecer. La ausencia de los peritos o testigos que el Juez especializado haya citado para 

la audiencia tampoco impedirá su celebración, pero se impondrá a quienes debidamente 

notificados, no hayan acudido sin causa justa, una multa de hasta cien días de salario 

mínimo general vigente en el Estado.  

 

Artículo 66. Todas las pruebas cuya naturaleza lo permita, se verificarán en la audiencia de 

desahogo de pruebas y formulación de alegatos sin perjuicio de las determinaciones que 

dicte el Juez especializado para su preparación.  
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La prueba testimonial se desahogará en la audiencia, siendo responsabilidad del oferente de 

la misma la presentación del testigo, salvo lo dispuesto en el Capitulo Sexto “De la Prueba 

Testimonial” del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Sonora.  

 

Artículo 67. El Juez especializado valorará las pruebas desahogadas en los términos que 

establece el Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Sonora.  

 

Artículo 68. El Juez especializado podrá decretar desierta una prueba admitida y no 

desahogada, cuando:  

 

I. El oferente no haya cumplido los requisitos impuestos a su cargo en la  admisión de la 

prueba;  

 

II. Su desahogo sea materialmente imposible;  

 

III. No se haya podido desahogar por causas imputables al oferente; 

 

IV. Cuando no se haya desahogado por causas no atribuibles al oferente, pero éste no haya 

gestionado nuevamente y en el plazo de tres días su desahogo; y  

 

V. De otras pruebas desahogadas, se advierta que es notoriamente inconducente el 

desahogo de la misma.  

 

Artículo 69. En la misma audiencia, concluido el desahogo de pruebas, las partes 

presentarán sus alegatos, los cuales podrán ser verbales o por escrito. En el primer supuesto 

se observarán las siguientes reglas:  

 

I. Alegará primero el Agente especializado y a continuación las demás partes que 

comparezcan;  

 

II. Se concederá el uso de la palabra hasta por dos veces a cada una de las partes, quienes 

podrán alegar tanto sobre la cuestión de fondo, como sobre las  circunstancias que se 

hayan presentado en el procedimiento de extinción de dominio;  

 

III. En los casos en los que las partes estén representadas por varios abogados, sólo hablará 

uno de ellos, en cada tiempo que le corresponda;  

 

IV. En sus alegatos, las partes procurarán la mayor brevedad y concisión; y  

 

V. Se podrá usar la palabra hasta por veinte minutos cada vez, a excepción de que el Juez 

especializado permita mayor tiempo porque el alegato lo amerite,  observándose la equidad 

entre las partes.  
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Artículo 70. Terminada la audiencia de desahogo de pruebas y formulación de alegatos, el 

Juez especializado citará para sentencia dentro del plazo de quince días hábiles, el cual 

podrá duplicarse por una única vez cuando el expediente exceda de más de dos mil fojas. 

 

Capítulo IX 

Sentencia 

 

Artículo 71. La sentencia del procedimiento de extinción de dominio contendrá el lugar en 

que se pronuncie, la fecha, el juzgado que la dicte, un extracto claro y sucinto de las 

cuestiones planteadas y de las pruebas rendidas, así como la fundamentación y motivación, 

y terminará resolviendo con precisión y congruencia los puntos en controversia.  

 

Artículo 72. La sentencia se ocupará exclusivamente de las acciones, excepciones y 

defensas que hayan sido materia del procedimiento. La sentencia deberá declarar la 

extinción del dominio a favor del Estado o la improcedencia de la acción. En este último 

caso, el Juez especializado resolverá sobre el levantamiento de las medidas cautelares que 

se hayan impuesto y, en su caso, la persona a la que se hará la devolución de los bienes, 

conforme al artículo 78 de esta Ley. El Juez especializado deberá pronunciarse sobre todos 

los bienes materia de la controversia.  

 

Cuando hayan sido varios los bienes en extinción de dominio, se hará, con la debida 

separación, la declaración correspondiente a cada uno.  

 

Artículo 73. El no ejercicio, desistimiento o extinción de la acción penal, así como la 

absolución del demandado o del tercerista en el proceso penal por no haberse establecido su 

responsabilidad, o la no aplicación de la pena de decomiso de bienes, no tendrá efectos en 

la resolución que se dicte en el procedimiento de extinción de dominio.  

 

 

Artículo 74. El Juez especializado, al dictar la sentencia, determinará procedente la 

extinción de dominio de los bienes materia del procedimiento siempre que:  

 

I. Se acredite la existencia del hecho ilícito;  

 

II. Se acredite que los bienes son de los señalados en el artículo 10 de esta Ley;  

 

III. En los casos a que se refiere el artículo 10 fracción III de esta Ley, se acredite que se 

utilizó el bien para cometer alguno de los delitos por los que procede la extinción de 

dominio y que el dueño tenía conocimiento de esa  circunstancia; y  

 

IV. En los casos a que se refiere el artículo 10 fracción IV de esta Ley, haya  probado la 

procedencia ilícita de dichos bienes.  
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Artículo 75. En caso de que se dicte sentencia que declare la extinción de dominio de los 

bienes, el Juez especializado también declarará la extinción de otros derechos reales, 

principales o accesorios o personales sobre ellos, siempre que hayan sido materia de la litis.  

 

Artículo 76. La sentencia que determine la extinción de dominio también surte efectos para 

los acreedores prendarios o hipotecarios, o de cualquier otro tipo de garantía prevista en la 

ley, de los bienes materia del procedimiento, siempre que hayan sido materia de la litis.  

 

Artículo 77. La extinción de dominio no procederá respecto de los bienes asegurados que 

hayan causado abandono a favor del Estado o sobre aquellos bienes respecto de los cuales 

se haya decretado su decomiso, con carácter de cosa juzgada.  

 

En estos casos el Ministerio Público deberá hacer del conocimiento del Juez especializado 

esta situación, quien declarará el sobreseimiento del procedimiento por lo que se refiere a 

tales bienes. 

 

Artículo 78. En caso de que el Juez declare improcedente la acción de extinción de 

dominio, de todos o de alguno de los bienes, ordenará el levantamiento de las medidas 

cautelares y la devolución de los bienes no extintos en un plazo no mayor de tres meses o 

cuando no sea posible, ordenará la entrega de su valor a su legítimo propietario o poseedor, 

junto con los intereses, rendimientos y accesorios en cantidad líquida que efectivamente se 

hayan producido durante el tiempo en que hayan sido administrados conforme a la Ley de 

la materia.  

 

Los gastos de administración y enajenación serán cubiertos preferentemente conforme lo 

disponga la Ley de la materia.  

 

Artículo 79. La sentencia por la que se resuelva la improcedencia de la acción de extinción 

de dominio no prejuzga respecto de las medidas cautelares de aseguramiento con fines de 

decomiso, embargo precautorio para efectos de reparación del daño u otras que la autoridad 

ministerial o judicial a cargo de la investigación o proceso penal acuerde.  

 

Artículo 80. Causan ejecutoria por ministerio de ley, las sentencias que no fueren 

recurridas o, habiéndolo sido, fueren confirmadas, se haya declarado desierto el recurso, o 

haya desistido el recurrente y las que las partes hayan consentido expresamente.  

 

Artículo 81. Una vez que cause ejecutoria la sentencia que resuelva la extinción de 

dominio del bien, el Juez especializado ordenará su ejecución y la aplicación de los bienes a 

favor del Estado, en los términos de lo dispuesto en esta Ley y lo que señale la legislación 

aplicable.  

 

El Estado no podrá disponer de los bienes, aun cuando haya sido decretada la extinción de 

dominio a su favor, si existe constancia de que en algún proceso penal se ha ordenado la 

conservación de éstos para efectos probatorios. 
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Artículo 82. Cuando haya contradicción entre dos o más sentencias, prevalecerá la 

sentencia que se dicte en el procedimiento de extinción de dominio, siempre que haya 

identidad en los bienes.  

 

Capítulo X 

Medios de impugnación e incidentes 

 

Artículo 83. Procede el recurso de revocación contra las resoluciones que dicte el Juez 

especializado, con excepción de los casos en los que esta Ley expresamente señale que 

procede el recurso de apelación.  

 

El Juez especializado, dará vista a las partes en su caso, con el recurso de revocación, por el 

término de tres días hábiles, para que manifiesten lo que a sus intereses convenga, vencido 

el plazo conferido, se resolverá el recurso dentro de los tres días hábiles siguientes.  

 

El recurso de revocación contra las resoluciones pronunciadas durante las audiencias 

deberá interponerse de manera verbal, tan pronto se pronuncien; de inmediato se escuchará 

a las demás partes y de la misma manera se pronunciará la decisión, sin suspender la 

audiencia.  

 

La resolución que recaiga al recurso de revocación será irrecurrible.  

 

Artículo 84. La revocación debe interponerse ante el Juez especializado que haya 

pronunciado la resolución, el plazo para promoverlo será de tres días hábiles contados a 

partir del día siguiente al en que surta efectos la notificación de la resolución impugnada, 

salvo el caso previsto en el párrafo tercero del artículo anterior. 

 

Artículo 85. Procede el recurso de apelación en contra de:  

 

I. El desechamiento de la demanda, el cual se admitirá en ambos efectos y deberá 

resolverse dentro de los quince días hábiles siguientes a su admisión;  

 

II. La sentencia que ponga fin al procedimiento de extinción de dominio que, en su caso, 

será admitido en ambos efectos y deberá resolverse dentro de los treinta días hábiles 

siguientes a su admisión;  

 

III. La resolución que ordene o niegue las medidas cautelares, el cual se admitirá, en su 

caso, sólo en el efecto devolutivo y deberá resolverse dentro de los quince días hábiles 

siguientes a su admisión;  

 

IV. La resolución que niegue la legitimación procesal del tercerista, que en su caso será 

admitido sólo en el efecto devolutivo y deberá resolverse dentro de los diez días hábiles 

siguientes a su admisión; y  
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V. La resolución que ratifique o niegue la ratificación de las medidas cautelares o urgentes 

decretadas por el Agente especializado el cual se admitirá, en su caso, sólo en efecto 

devolutivo y deberá resolverse dentro de los quince días hábiles siguientes a su admisión.  

 

En los casos en que el expediente exceda de dos mil fojas, los plazos aquí señalados se 

duplicarán.  

 

Artículo 86. La apelación debe interponerse ante el Juez especializado que haya 

pronunciado la resolución; el plazo para promoverla será de diez días hábiles contados a 

partir del día siguiente al en que surta efectos la notificación de la resolución impugnada.  

 

Interpuesta la apelación, el Juez especializado remitirá el expediente dentro de las cuarenta 

y ocho horas siguientes al Tribunal de alzada, quien se pronunciará sobre la admisibilidad 

del recurso. 

 

Artículo 87. Los incidentes que no sean de previo y especial pronunciamiento se 

substanciarán en la misma pieza de autos. Con la demanda incidental y con la contestación 

a ésta, las partes deberán ofrecer las pruebas pertinentes. Promovido el incidente, el Juez 

especializado mandará dar vista a las partes por el plazo de tres días hábiles, para que 

manifiesten lo que a su derecho convenga.  

 

Transcurrido el plazo de traslado, hayan las partes contestado o no la demanda incidental, el 

Juez especializado proveerá sobre la admisión o desechamiento de las pruebas ofrecidas y 

señalará fecha y hora para la audiencia de desahogo de pruebas y alegatos, misma que 

habrá de celebrarse dentro de los cinco días hábiles siguientes.  

 

En la audiencia se desahogarán las pruebas, concluido su desahogo, las partes formularán 

alegatos en forma verbal o por escrito. Terminada la audiencia, el Juez especializado citará 

para la resolución.  

 

Título Tercero 

Disposiciones finales 

 

Capítulo Único 

Colaboración y cooperación 

 

Artículo 88. El Juez especializado que conozca de un procedimiento de extinción de 

dominio podrá requerir información o documentos del sistema financiero por conducto de 

la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, la Comisión Nacional de Seguros y Fianzas o 

la Comisión Nacional del Sistema de Ahorro para el Retiro, así como información 

financiera o fiscal al Servicio de Administración Tributaria y demás entidades públicas o 

privadas, que puedan servir para la sustanciación del procedimiento. El Juez y el Agente 
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especializados deberán guardar confidencialidad sobre la información y documentos que se 

obtengan con fundamento en este artículo. 

 

Artículo 89. Cuando los bienes motivo de la acción se encuentren en otra entidad 

federativa, las medidas cautelares y la ejecución de la sentencia que se dicten con motivo 

del procedimiento de extinción de dominio, estarán a lo que señale el Código de 

Procedimientos Civiles para el Estado de Sonora y la legislación de dicha entidad.  

 

Si los bienes se encuentran en el extranjero, las medidas cautelares y la ejecución de la 

sentencia se sujetarán a los exhortos y a la vía de asistencia jurídica internacional en 

términos de los tratados e instrumentos internacionales celebrados por el Estado Mexicano 

o, en su defecto, la reciprocidad internacional. 

 

 

T R A N S I T O R I O S 

 

 

Artículo Primero. La presente Ley entrará en vigencia el 01 de enero de 2013, previa su 

publicación en el Boletín Oficial del Gobierno del Estado. 

 

Artículo Segundo. El Poder Ejecutivo y el Poder Judicial, realizarán las adecuaciones 

administrativas, operativas y orgánicas para el cumplimiento de esta Ley.  

 

Artículo Tercero. En tanto se cree el juzgado especializado en materia de extinción de 

dominio, serán competentes los jueces de primera instancia de lo civil del distrito judicial 

de Hermosillo para aplicar la presente ley en todo el Estado. 

 

Artículo Cuarto. El Ejecutivo del Estado, deberá expedir, en un plazo no mayor a 60 días 

hábiles contados a partir de la publicación de la presente Ley, la reglamentación encargada 

de la administración y disposición de los bienes objeto del procedimiento de extinción de 

dominio, la administración y destino de los bienes, recursos y productos que se obtengan en 

la aplicación del referido procedimiento, en tanto, éstos serán administrados en términos del 

Código de Procedimientos Penales para el Estado de Sonora.  

 

Artículo Quinto. Se derogan todas las disposiciones que se opongan a la presente Ley. 

 

Artículo Sexto.- El Ejecutivo del Estado deberá realizar las previsiones presupuestales que 

correspondan, a efecto de que sea conformado el Fondo para la Atención y Apoyo a las 

Víctimas y a los Ofendidos del Delito. 

 

 

 

 

 



 

 43 

Abril  25 2012    Año 6, No 491  

SALA DE COMISIONES DEL H. CONGRESO DEL ESTADO 

"CONSTITUYENTES SONORENSES DE 1917" 

Hermosillo, Sonora, a 27 de febrero de 2012. 

 

 

 

C. DIP. DAMIÁN ZEPEDA VIDALES 

 

 

C. DIP. SARA MARTÍNEZ DE TERESA 

 

 

C. DIP. MOISÉS IGNACIO CASAL DÍAZ 

 

 

C. DIP. ALBERTO NATANAEL GUERRERO LÓPEZ 

 

 

C. DIP. BULMARO ANDRÉS PACHECO MORENO 

 

 

C. DIP. OTTO GUILLERMO CLAUSSEN IBERRI 

 

 

C. DIP. JORGE ANTONIO VALDÉZ VILLANUEVA 

 

 

C. DIP. GORGONIA ROSAS LÓPEZ 

 

 

C. DIP. CÉSAR AUGUSTO MARCOR RAMÍREZ 
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POSICIONAMIENTO EN RELACIÓN A LA OBLIGACIÓN DEL CONSEJO 

ESTATAL ELECTORAL, DE DAR CUMPLIMIENTO A LAS DISPOSICIONES 

CONSTITUCIONALES Y LEGALES QUE RIGEN LA MATERIA ELECTORAL 

EN EL ESTADO DE SONORA, EN RELACIÓN A LOS PRINCIPIOS DE 

PARIDAD Y ALTERNANCIA DE GÉNERO EN LA POSTULACIÓN DE 

CANDIDATOS A PUESTOS DE ELECCIÓN POPULAR EN NUESTRA ENTIDAD.  

 

Con fecha 02 de marzo del presente año, el “Grupo Plural de Mujeres 

en Sonora”, conformado por militantes de diversos partidos políticos, acudieron al Consejo 

Estatal Electoral, con el propósito de solicitar, mediante escrito recibido en la oficialía de 

partes de ese órgano ciudadano en la fecha indicada, que dicho Consejo  sea  garante del 

cumplimiento y vigilancia que las actividades de los partidos políticos, alianzas y 

coaliciones, para que se  desarrollen con apego a la Constitución Federal, la Constitución 

Política del Estado de Sonora, y de los dispositivos establecidos en el Código Estatal 

Electoral, específicamente en lo relativo al cumplimiento de los principios de paridad y 

alternancia de géneros. 

 

Lo anterior, de conformidad con las funciones que el citado Código 

Electoral le confiere al Consejo Estatal Electoral, según lo dispuesto en el artículo 98, 

fracciones I, III y XXIII, que en lo que interesa indica: “corresponde vigilar el cumplimiento 

de las disposiciones legales electorales, lo relativo a los registros de candidaturas y que 

las actividades de los partidos políticos, alianzas y coaliciones, se desarrollen con apego al 

Código y cumplan éstos con las obligaciones a que están sujetos.” Así mismo, las 

disposiciones de las fracciones XXXIV y XXXVIII del citado artículo, relativas a la 

asignación  de  las diputaciones   por   los   principios   de   representación   proporcional   

que   también  le corresponde realizar. 

 

En el mismo orden, la Constitución Política del Estado de Sonora, 

establece en sus artículos 16, 22 y 150- A, la obligación de los partidos de promover y 
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garantizar la igualdad de oportunidades y la equidad entre las mujeres y los hombres en la 

vida política del Estado y sus municipios, a través de la postulación a cargos de elección 

popular en el Congreso del Estado y en los ayuntamientos, tanto de mayoría relativa como 

de representación proporcional. 

 

Lo anterior quiere decir que, por mandato constitucional, en la 

postulación de candidatos rigen los principios de igualdad de oportunidades y de equidad 

entre las mujeres y los hombres. 

 

Tales principios son recogidos por el Código Electoral para el Estado 

de Sonora, el cual a través de las reglas para la postulación de candidatos impone a los 

institutos políticos el deber de ceñirse a los principios de paridad y alternancia de género.  

 

En este marco, el artículo 174 de ese ordenamiento electoral, 

prescribe que los partidos políticos deben ajustarse a los principios de paridad y alternancia, 

de modo que en las diputaciones locales de representación proporcional, las candidaturas de 

propietario y suplente deberán ser del mismo género. 

 

Por otro lado, en lo que se refiere a los diputados de mayoría relativa, 

el artículo 200 del Código Electoral Estatal obliga a los partidos a seguir como regla 

general el principio de paridad. 

 

Finalmente, en los artículos 180, 199 y 200 del mismo ordenamiento, 

establecen lo relativo a la elección de los ayuntamientos de la Entidad, cuyas planillas 

completas deberán estar integradas por las candidaturas a presidente municipal, síndico y 

regidores y las listas de representación proporcional que registren los  partidos,  alianzas o 

coaliciones,  deberán  respetar los  principios de  paridad  y alternancia de ambos géneros y 

en cada fórmula propietario y suplente serán del mismo género. 
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De lo anterior, no se puede perderse de vista que la paridad significa 

la postulación del mismo número de candidatos por cada género; y la alternancia tiene que 

ver con el orden en que tales candidatos se integran a la lista respectiva, de manera que 

siempre haya un candidato de un género seguido por un candidato del otro género. 

 

En el Estado de Sonora, los partidos políticos están obligados a 

observar el marco constitucional federal y el local, asimismo, las leyes en materia electoral 

que de ellas emanen, debiendo respetar los derechos y prerrogativas del ciudadano 

sonorense de ser votado para los cargos de elección popular del estado y de los municipios 

en igualdad de oportunidades y equidad entre hombres y mujeres que expresamente señalan 

las disposiciones legales descritas, debiendo respetarse y cumplirse a cabalidad.  

 

Sirve también de apoyo a lo anterior,  el reciente criterio emitido por 

la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, al resolver el 

juicio para la protección de los derechos político electorales del ciudadano SUP-JDC-

12624/2011 y acumulados, que modificó el Acuerdo del Consejo General del Instituto 

Federal Electoral por el que estableció los criterios aplicables para el registro de 

candidaturas a distintos cargos de elección popular que presenten los partidos políticos o las 

coaliciones, para el proceso electoral federal 2011-2012 y que se reitera en el incidente de 

inejecución de sentencia promovido dentro de los juicios antes mencionados y que en 

acatamiento a dichos criterios, el Consejo General del Instituto Federal Electoral, con fecha 

16 de febrero de 2012, emitió un acuerdo sobre el cumplimiento de dicha sentencia de 

inejecución en el que: "Se instruye al Secretario Ejecutivo para que haga del conocimiento 

de todos los partidos políticos nacionales y coaliciones que el punto decimotercero del 

"Acuerdo del Consejo General del Instituto Federal Electoral por el que se indican los 

criterios aplicables para el registro de candidaturas a los distintos cargos de elección 

popular que presenten los partidos políticos y, en su caso, las coaliciones ante los Consejos 

del Instituto, para el proceso electoral federal 2011-2012". 

 



 

 47 

Abril  25 2012    Año 6, No 491  

Motivado por la solicitud planteada por el “Grupo Plural de Mujeres 

en Sonora”, ante el Consejo Estatal Electoral y ante el silencio que ese órgano ha 

demostrado ante dicho asunto, realizo un exhorto a dicho Consejo Electoral, para que a la 

brevedad emita los acuerdos que establezcan los criterios: 

 

Para el Registro de candidaturas: 

 

A).- A las diputaciones locales por el principio de mayoría relativa, del total de 21 

diputaciones generó 10 u 11 deberán ser ocupadas por el género femenino, incluyendo sus 

suplentes del mismo. Además, cada fórmula deberá estar integrada por un candidato 

propietario y uno suplente del mismo género. 

 

B).- En lo que concierne a las diputaciones locales por el principio de representación 

proporcional, que son hasta 12, se deberán postular seis candidatos de cada género. 

Además, cada fórmula deberá estar integrada por un candidato propietario y uno suplente 

del mismo género. 

 

C).- En cuanto a las candidaturas a presidente municipal, síndico y regidores, que 

conforman la planilla completa de un ayuntamiento, deberán ser registradas incluyendo los 

candidatos suplentes a síndicos y regidores que deberán de ser del mismo género que los 

candidatos propietarios. 

 

En las fórmulas de candidatos a síndicos y regidores, además, deberá observarse el 

principio de alternancia. 

 

Para   la   asignación   de   la   representación   plurinominal   al   Congreso   Local   y   los 

Ayuntamientos. 

 

D).- Se garantice el principio constitucional de equidad y alternancia de género. 
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ATENTAMENTE 

Hermosillo, Sonora a 25 de abril de 2012 

 

 

 

DIP. BLANCA LUZ SALDAÑA LÓPEZ 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

NOTA DEL EDITOR: Las iniciativas de los diputados se publican en los precisos 

términos en los que son enviados por los diputados que las suscriben. 

 


